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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Gabriel Pais. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Artigas A. Barrios, Ronald Pais, Iván Posada, Víctor 
Rossi y Adolfo Pedro Sande. 


INVITADOS: Por la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay, contador Ramiro Soto, 
Vicepresidente; economista María Dolores Benavente, asesora económica; y doctor Juan 
Mailhos, asesor. 


Por la Liga de Defensa Comercial, doctor Camilo Martínez, Director Gerente; contador 
Ernesto Carrau, Vicepresidente; contador José Stábile, Tesorero; y doctor José Pedro Ponce 
de León, asesor del Consejo Directivo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pais) (don Gabriel).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Agradecemos la presencia de representantes de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay. 
Ellos son la economista María Dolores Benavente, asesora económica, el señor Ramiro Soto, Vicepresidente, 
y el doctor Juan Mailhos, asesor. 


Es un placer recibirlos en momentos en que esta Comisión está terminando de analizar y de elaborar un 
proyecto de ley sobre defensa de la competencia. Tenemos entendido que quieren hacer algunos comentarios 
respecto de la última versión del proyecto de ley que hemos acordado entre los distintos Partidos Políticos 
que integramos la Comisión y en ese sentido les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR SOTO.- Gracias por habernos recibido. 


Al enterarnos de este proyecto de ley, la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay quiso 
ponerse en contacto con ustedes para dar su opinión al respecto. De cualquier manera, vamos a dar nuestra 
opinión fundamentada y por escrito en pocos días, luego de estudiar bien el tema. 


En primera instancia, en esta reunión queremos tener algunas aclaraciones con respecto al proyecto y plantear 
algunas dudas. Es por ello que los asesores me han acompañado. 


Lo que me provoca, en principio, la lectura de este proyecto es un sentimiento un poco contradictorio en el 
sentido de que el país da determinados ejemplos y luego saca una ley como esta que va en contra de esos 
ejemplos. Podría citar el caso de los monopolios públicos, por todos conocidos, que obviamente están 
comprendidos dentro de esto y a tales efectos están las unidades reguladoras, pero son defendidos, en 
general, por todo el país y necesarios en muchos casos. 


A su vez, también tenemos acuerdos con países vecinos, como el del MERCOSUR, en función del cual no 
cobramos aranceles a los países miembros, pero si a Perú por el mismo producto. 


Entonces, si ponemos estas cosas en el marco de este proyecto de ley, vemos que son contradictorias. Por un 
lado, hacemos algunas cosas con otros países pero, por el otro, dentro de nuestro país tomamos medidas 
diametralmente opuestas. 


Hay otro punto que me preocupa -sobre el que se extenderá el doctor Mailhos- y es que insistimos con la 
cuestión del secreto de presumario. Acá pueden estar investigando a alguien -a denuncia de parte o de oficio-, 
sin que la persona sepa que es investigada y de qué se trata la investigación; personalmente, eso me parece 
peligroso. 


También tenemos algunas dudas que siempre vienen por el lado de la aplicación de esta iniciativa. 


Una de las dudas es la siguiente. Este tribunal conformado por tres miembros, ¿estará en condiciones de 
hacer un estudio que, a veces puede ser muy complejo? ¿Contará con todos los elementos necesarios? 


Otra duda viene por el lado de que cuando leo lo referente al ámbito subjetivo, veo que quizás de golpe 
queremos abarcar mucho, pues allí dice: "Quedan también obligados en idénticos términos, quienes 
desarrollen actividades económicas en el extranjero, en tanto las mismas desplieguen total o parcialmente sus 
efectos en el territorio uruguayo". Entonces, me pregunto qué hacemos con la OPEP. ¿Vamos a decirle que no 
puede fijar cuotas de producción y distribución de crudo? Eso nos afecta directamente. Entonces, estamos 
estableciendo cláusulas que después no podremos cumplir. Además, otros nos podrán decir por qué me atacan 
a mí y no a la OPEP. 


También me gustaría saber si el puente aéreo proviene de una ley, porque acá se establece: "excepto las 
limitaciones establecidas por ley". ¿El puente aéreo es una ley o vamos a atacarlo también? Otro ejemplo es 
el de las aerolíneas o las líneas de navegación marítima, pues es muy común que hagan guerra de precios; 
ven que una compañía está débil y empiezan a bajar los precios hasta que la funden y, entonces, ahí los suben 
nuevamente. ¿Nos vamos a tirar contra las aerolíneas extranjeras? ¿Cómo sacamos toda la cuestión de la 
información necesaria para saber si eso no entra dentro de la mayor eficiencia en relación con los 
competidores? Me refiero al margen de ganancia, que se le puede pasar al consumidor. 


Creo que estamos dando a este Tribunal unos problemas bastante serios, que no sé si estará en condiciones de 
resolver. Son tres miembros que dependen del Ministerio de Economía y Finanzas. Qué recursos tienen? 
¿Los del Ministerio? Vemos a diario que en nuestro país los Jueces tienen problemas en aspectos muy 
específicos para poder laudar, porque no tienen los conocimientos y los fondos necesarios. ¿Adónde van a ir 


estas multas? ¿Van a proveer de fondos al Tribunal, para que pueda estudiar a conciencia los casos que se le 
planteen? El proyecto no dice nada. 


El literal E) del numeral 2) del artículo 4” expresa: "establecer precios y/o condiciones de venta 
discriminatorios respecto de quienes adquieren cantidades similares de bienes, servicios o factores 
productivos". Cualquier comerciante sabe que hay garantías distintas con un cliente que con otro. A uno 
puedo tenerlo mayor confianza y aceptarle un cheque diferido o darle más plazo, y a otro no. A este puedo 
subirle el precio para cubrir un mayor riesgo. Entonces, al primero se lo vendo a $ 10 pero al segundo se lo 
vendo a $ 12, porque este me presenta un mayor riesgo. Eso aquí no está contemplado. 


Los inversores del exterior van a tener que tener muy en cuenta esto, porque como es una plaza chica da 
lugar a monopolios, que hay que controlar. A veces los monopolios privados son más peligrosos que los 
públicos, y puede darse el caso de que haya muchos, ya que nuestro país, precisamente, tiene una plaza muy 
chica. En el caso de la terminal de contenedores hubo una firma que decía que agarraba todo o no agarraba 
nada, porque la ecuación no le daba. Necesitaba tener todas las grúas pórtico para hacer una inversión 
importante. En este caso podemos estar corriendo inversores, a los que a veces estos tribunales no le dan 
garantías. 


Estas son, en principio, algunas de mis apreciaciones. 


SEÑORA BENAVENTE.- Simplemente, creo que las observaciones son más jurídicas que económicas, 
pero en términos económicos lo primero tiene que ver con lo que decía el contador Soto. En el mercado 
uruguayo, por ser de pequeñas dimensiones, miremos la actividad que miremos hay oligopolios o 
monopolios. Entonces, nos parece peligroso traspolar o trasplantar legislaciones de otros países -aun de 
países relativamente pequeños como puede ser Chile-, porque son realidades económicas totalmente 
distintas a la nuestra. 


En segundo lugar, la Cámara siempre teme que algunas regulaciones empiecen a ser escaladas de regulación 
y escaladas de intervencionismo estatal. Digo esto porque ¿quién determina que el precio es predatorio? 
Alguien va a tener que controlar ese precio. Cuando en economía se empieza a intervenir en el mercado, se 
sabe cuando empieza pero difícilmente se sabe cuando termina; la realidad del mercado es mucho más 
variada y mucho más rica que lo que la legislación puede suponer. Entonces, siempre va a quedar un hueco, 
que siempre justifica una nueva intervención. A nosotros este tipo de escaladas en la intervención nos 
preocupa muchísimo. 


En cuanto a los precedentes, la Cámara de Comercio ha intervenido en varias oportunidades, con la 
legislación vigente, en casos concretos de empresas que se quejaban de que otras empresas tenían prácticas 
de precios distorsionados. En el marco de la legislación vigente, esos problemas se han solucionado por 
acuerdo de partes, es decir que la experiencia no es mala. También estamos trabajando con el BID, que tiene 
una cooperación técnica para ayudar a la aplicación de la normativa vigente, y pensamos que con eso podría 
solucionarse. 


Otro tema que nos preocupa es lo que establece el parágrafo tres del artículo 4”. Allí se habla de que a veces a 
través de asociaciones gremiales se puede tomar algún tipo de decisiones. Ese tipo de decisiones se toman 
normalmente. Por ejemplo, en momentos como el actual, donde el Estado es deudor por cientos de miles de 
pesos a empresas proveedoras, con algunas deudas de más de dos años, muchas veces las empresas se juntan 
en la Cámara y ante una licitación se preguntan qué hacer y se toma una posición conjunta para determinar 
bajo qué circunstancias se van a presentar para asegurar el cobro o para exigir otro tipo de garantías. Eso 
estaría penado de alguna manera y no se consideraría adecuado de acuerdo a esta reglamentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer algún comentario que tal vez les traiga un poco de 
tranquilidad. 


Desde el Tratado de Roma, en la década del sesenta, la Unión Europea tiene normas de defensa de la 
competencia, primero por el Tratado y luego internalizadas en la legislación. Este proyecto de ley fue 
elaborado por el doctor Rippe -uno de los principales especialistas en la materia-, y lo hizo siguiendo la línea 
de innovar lo menos posible respecto de la legislación que rige en Europa y que se aplica también por leyes 


que han ido dictando casi todos los países de América. Esta circunstancia nos da una enorme ventaja y es que 
hay prácticamente cuarenta años de jurisprudencia en la aplicación de leyes similares. 


En la medida que el proyecto de ley no se aparta significativamente de las normas que en defensa de la 
competencia vienen rigiendo en Europa, es posible recurrir a antecedentes jurisprudenciales en España, Italia, 
Francia y otros países donde, obviamente, se han planteado, discutido o resuelto problemáticas en materia de 
aerolíneas, de monopolios estatales y cuestiones similares. Quiere decir que si en todos estos países han 
funcionado normas similares y han ingresado dentro de un mecanismo normal y, además, quien tiene que 
aplicar esta norma cuenta con antecedentes en la materia, no vamos a encontrar una gran distorsión en la vida 
económica nacional el día que se aplique. Digo esto porque hay una cierta acotación y hay a dónde recurrir. 
Si uno no tiene antecedentes, una normativa nueva puede generar interpretaciones disparatadas. En la medida 
en que podemos recurrir a jurisprudencia de varias décadas, a criterios de aplicación y a tratados de todo tipo 
en esta materia que se han ido celebrando en países de América y de Europa, eso nos da cierta tranquilidad. 
Es por ello que hemos tratado de no ser demasiado innovadores, porque las innovaciones generan el 
inconveniente de que luego no han a dónde referirse para saber cómo se interpretó esa norma. 


SEÑOR MAILHOS.- Las reflexiones que hace el señor Presidente me motivan un cambio en lo que 
íbamos a exponer, porque creemos que en el país ya hay una normativa que regula la defensa de la 
competencia. En este sentido, la Cámara Nacional de Comercio y de Servicios tiene como definición 
estatutaria -en el artículo 1 de sus estatutos- la defensa de la libertad de comercio. Por tanto, 
coincidimos plenamente con el objetivo. En lo que quizás no coincidamos es en los instrumentos que se 
pretenden para tratar de regular la situación. 


Entendemos que el mercado es el mejor asignador de recursos, aunque no es perfecto y puede tener algunas 
distorsiones; en ese sentido, se justifica la intervención estatal, siempre y cuando no genere una distorsión 
mayor que la que pretende solucionar. 


Decíamos que Uruguay tiene desde 1978 el Decreto Ley N* 14.791, que establece normas para la 
competencia en los casos de bienes que están sin regulación estatal en cuanto a la fijación de sus precios. Por 
tanto, tenemos una historia de más de veinte años con una normativa que resultaba inaplicable. De todos 
modos, entendemos que está bien inspirada y que perfectamente puede regular los temas de competencia que, 
por otra parte, no han representado para el país mayores inconvenientes en los últimos años. 


Más próximo en el tiempo, nuestro país se ha dado otras dos normas -la N* 17.243 en junio de 2000 y la 

N* 17.296 de febrero de 2001- que también establecen algunas regulaciones en esta materia. Se establecen 
sanciones en caso de violación de la libre competencia por parte de algunas empresas. Además, con la 
legislación existente y con una Dirección General de Comercio que nos consta ha intentado profesionalizarse 
en estos temas desde su creación, entendemos que el país tiene los instrumentos necesarios para abordar esta 
temática. 


Por lo demás, compartimos las palabras del señor Presidente, en tanto la experiencia de la Unión Europea 
puede sernos útil a este respecto. Creemos que las normas contenidas y luego desarrolladas del Tratado de 
Roma pueden asistirnos en esta materia. El único tema es que entendemos que no habría que avanzar mucho 
más allá, y en eso queremos ser enfáticos. A nosotros nos parece que en un mercado pequeño, donde hay que 
buscar el equilibrio con las inversiones y donde ya existen normas de cierta data junto con algunas más 
recientes, no podemos seguir innovando en materia legislativa y con soluciones que contravienen en cierto 
sentido los lineamientos que el país se había dado en la materia. Digo esto para referirme específicamente al 
proyecto de ley que se pone a consideración y que está tratando esta Comisión, que crea el llamado Tribunal 
de Defensa de la Competencia como órgano encargado de la aplicación de esta normativa. Se trata de un 
órgano desconcentrado del Ministerio de Economía y Finanzas, que regulará el procedimiento administrativo. 
Por tanto, desde el vamos nos genera la objeción de que sea denominado como un Tribunal; a nuestro juicio, 
eso genera una distorsión que confunde. Al tratarse de un Tribunal, entendemos que debería estar referido a la 
función jurisdiccional; admito que se me puede decir que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo tiene 
esa denominación. De todos modos, consideramos que no es feliz desde el nombre. Pero mucho menos lo es 
todo el desarrollo que tiene este Tribunal por la actual existencia de la Dirección Nacional de Comercio en la 
órbita del Ministerio de Economía y Finanzas. Se está proponiendo un nuevo órgano desconcentrado, una 
nueva burocracia, un nuevo órgano que deberá invertir en su especialización. 


Es bueno el intento de buscar la profesionalización de los integrantes de este Tribunal. El segundo parágrafo 
del artículo 29 dice: "El Tribunal estará integrado por tres miembros, designados por el Poder Ejecutivo entre 
personas que, por sus antecedentes personales, profesionales y conocimiento de la materia, aseguren 
independencia de criterio," -no sé si es por sí que aseguran la independencia de criterio- "eficiencia, 
objetividad e imparcialidad en su desempeño. Al menos uno de los integrantes deberá ser abogado, y otro 
contador o economista, con más de cinco años en el ejercicio de la profesión". Entonces bastaría tener seis 
años en el ejercicio de la profesión para tener competencia y profesionalización en una materia tan 
significativa como esta. 


Nos preocupa mucho la existencia de este Tribunal porque es un órgano administrativo que, entre sus 
funciones, se le asigna -artículo 30, literal B)- la posibilidad de emitir normas generales e instrucciones 
particulares. Entendemos que esta es una función de legislación que no correspondería directamente a un 
órgano administrativo y que, en su caso, debería ser el Parlamento el que estableciera normas generales 
aplicables a los casos de defensa de la competencia. Es más, emite recomendaciones no vinculantes y 
responde consultas con carácter no vinculante. 


No vamos a profundizar respecto de la opinión que nos provoca este Tribunal, pero desde ya decimos que, a 
nuestro juicio, esta no es la mejor solución. Insisto en que existen normas recientes y específicas, aprobadas 
por este Parlamento, que asignan competencias puntuales y que desde hace algunos años se ha desarrollado y 
profesionalizado una dependencia del Ministerio de Economía y Finanzas, pero ahora en el mismo ámbito se 
pretende la creación de un organismo que, en cierto sentido, se superpone al ya existente. 


Consideramos que también merece un comentario adicional la eliminación de la referencia al arbitraje. La 
Cámara Nacional de Comercio, por ejemplo, ha registrado en la Dirección General de Comercio del 
Ministerio de Economía y Finanzas su Centro de Conciliación y Arbitraje. En esto somos muy enfáticos: 
creemos que esa es una solución que debiera mantenerse porque nada mejor que arbitrar en un Tribunal para 
lograr los mejores profesionales, conocedores de la realidad, como para determinar exactamente la situación 
puntual que se pueda dar como violatoria de la competencia. 


En la exposición de motivos del proyecto a estudio se dice -lo rechazamos enfáticamente y queremos apelar a 
la reflexión de la Comisión-, refiriéndose al arbitraje, que dicha solución podría afectar el interés público en 
juego. Rechazamos enfáticamente eso pues hay múltiples experiencias que han sido resueltas por el arbitraje. 
Podemos citar casos muy importantes para el país, sin riesgo de violar la confidencialidad pues es sabido -la 
prensa lo ha informado- que la continuidad de las obras de la torre de ANTEL se ha resuelto por un arbitraje 
y vaya si ahí había intereses importantes en juego; más de treinta millones de dólares en juego. Ese problema 
fue zanjado por un arbitraje; se ha llegado a una conciliación y a un acuerdo entre la Administración Nacional 
de Telecomunicaciones y el Consorcio encargado de la obra y eso se ha logrado en un clima de respeto, 
confidencialidad y profesionalización, sin intervención de ningún tipo de presión que distorsionara la marcha 
del asunto. Eso demuestra que las soluciones se pueden alcanzar por el mecanismo del arbitraje y que eso no 
afecta ni roza, mínimamente, el interés público en juego. 


Por esos motivos, quería dejar aquí expresa constancia de nuestra profunda preocupación por la aseveración 
que se realiza en la exposición de motivos de este proyecto de ley. 


Insisto en que la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay -en esto nos comprenden las 
generales de la ley- ha sido registrada debidamente de acuerdo con la normativa vigente existente, con la sana 
intención de contribuir con gente capacitada en la materia para resolver los conflictos que puedan darse. No 
entendemos cómo si en los años 2000 y 2001 esto era bueno, ahora, en el 2003, se nos plantea hacer borrón y 
cuenta nueva para la dilucidación de estos problemas. 


No quiero cansar a la Comisión con los comentarios que tenemos sobre todo el texto pero, como bien decía la 
economista Benavente, nos preocupa el numeral 3) del artículo 4”, ya que refiere a la ilegitimidad de las 
prácticas resueltas por organizaciones gremiales. Eso está implicando un quiebre de la tradición del país. Si 
aquí, a través de una ley regulamos la ilegitimidad de actuación en defensa de intereses de gremiales 
empresariales, nos parece que deberíamos hacer una legislación global que involucrara a todas las 
agremiaciones que defienden sus derechos. Esto nos preocupa mucho pues quiebra la regla general incluida 
en la normativa en defensa de la competencia e implica una limitación muy importante a los derechos 
constitucionalmente reconocidos de estas agremiaciones. Por tanto, invito a la reflexión sobre un tema que 


nos preocupa por la sensibilidad que tiene. Esto nos parece profundamente inconveniente y consideramos 
que, de aprobarse esta norma, estaría viciada de inconstitucionalidad. 


Por último voy a referirme al procedimiento. Pido disculpas por el desorden de los temas abordados, pero se 
debe a que hemos pretendido jerarquizar los inconvenientes que vemos al texto. 


Aquí se rompe con la tradición y la normativa existente en materia de procedimientos administrativos, porque 
cualquiera puede denunciar. No es necesario acreditar un interés personal o directo, ni tampoco es necesario 
acreditar legitimación o involucramiento de especie alguna. Y esto no hace a que la norma sea de orden 
público. La norma bien podrá ser de orden público pero ¿cualquiera va a poder denunciar? ¿Cualquier 
transeúnte, que puede ampararse en el anonimato, puede denunciar? Nosotros podemos admitir el control 
social y la inspiración filosófica que pueda tener este texto, pero no podemos admitir que esto se haga de 
manera anónima y diría hasta comprometedora de los importantes intereses que muchas veces pueda haber en 
juego. Creemos que esto debe mantener la regla general del interés personal y directo que legitime la 
denuncia. Si no es así siempre va a quedar la posibilidad -y eso no genera dificultad- de que el órgano 
encargado de la aplicación pueda actuar de oficio. Tampoco se exige la contracautela y eso para nosotros es 
grave. Consideramos apropiado que el Tribunal de aplicación pueda estar relevado de la contracautela. Nos 
parece que afecta las debidas garantías que el denunciante no esté sometido a la contracautela 
correspondiente, máxime cuando se establece la reserva de identidad en las condiciones en que se está 
proponiendo. 


Existen algunas otras soluciones que nos preocupan como, por ejemplo, la preceptividad de las sanciones con 
multa a los Directores, porque en ese caso tampoco habría derecho al debido proceso para acreditar o no las 
responsabilidades. Basta que se demuestre que una empresa ha actuado en estas condiciones para que se 
puedan graduar las sanciones administrativas para ella, pero se imponen preceptivamente las multas a los 
integrantes de los órganos, lo que nos parece algo totalmente desmedido porque se está privando a esos 
Directores de la posibilidad de hacer sus descargos y tener derecho al debido proceso. 


Para resumir decimos que la posición de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay es la de 
defender el libre comercio; consideramos que el mercado es el que asigna los recursos, y que si existen 
distorsiones hay que actuar sobre ellas. El país ya tiene normativa específica en la materia desde el año 1978 
que, por cierto, ha tenido escasísima aplicación. No podemos dejarnos guiar por hechos puntuales, que 
pueden tener determinada actualidad, sino que debemos tener en cuenta el período que va desde el año 1978 
hasta la fecha, en el sentido de cuál ha sido la real problemática en esta materia. Entendemos que la 
normativa vigente es suficiente, y que podría hacerse una adecuación a los artículos 85 y 86, referidos en Sala 
respecto del Tratado de Roma, del Tratado de la Unión Europea, pero no con el desarrollo exhaustivo que 
refiere en este proyecto, que puede ser no ajustado a la realidad y, en definitiva, traernos más dificultades a la 
hora de su aplicación. 


Pido disculpas por lo desordenado de la exposición y quedamos a las órdenes para cualquier pregunta que 
nos quiera formular. 


SEÑOR SOTO.- Quisiera hacer una última referencia. 


Se habla de que el Tribunal siempre actúa bajo una denuncia o de oficio, pero en ningún lado se dice que 
puede ser consultado como se hace en otros órganos de control, como si fuera una Comisión de consulta. Un 
agente económico le puede consultar: "¿Dígame, yo tengo poder de mercado?" Me supongo que Mc Donald 
puede decidir las estrategias de mercado sin tomar en cuenta la posible conducta de sus competidores que 
venden hamburguesas en el carrito de la esquina. ¿Y eso hace que Mc Donald no pueda imponer una 
condición de venta a su proveedor? Es decir, que le diga que la lechuga tiene que estar en tal forma o llegar 
en tal plazo, si no, no se la paga o la tiene que pagar de tal forma o tal otra. ¿Es poder de mercado? ¿Cómo 
hace Mc Donald para saber eso? ¿Cómo hace cualquier comerciante para saber si tiene poder de mercado? 
No es tan sencillo. ¿Puede hacer una consulta al Tribunal y decirle: "¿Yo tengo poder de mercado"? ¿Y el 
Tribunal está en condiciones de contestársela? Entonces, debe saber dónde está parado, porque lo peor que 
podemos decir a los inversionistas y a cualquier agente económico que va a invertir es: "Mirá, no tenemos ni 
la menor idea de qué se trata esto y estás jugado". En el área de mi profesión, puedo decir que cuando vienen 
clientes, yo les digo: "Estás jugado, te puede pasar cualquier cosa". 


Cuando hablan de concentración, se le puede preguntar antes: "¿Lo que voy a comprar es una participación 
igual o superior al 30% del sector del mercado? Puede no saberlo; no tener la menor idea de si está 
comprando una porción igual o superior. En algunos mercados sí y en otros no 


Entonces, sería bueno que se le pudiera preguntar, y que se expidiera en un plazo breve, porque si no, le va a 
tener que preguntar a otros qué porción del mercado tienen los demás. A veces no es fácil preguntar al resto 
de la competencia qué porción de mercado tiene o averiguarlo; de golpe es muy costoso o de golpe es 
imposible. Por lo tanto, creo que habría que abrir una instancia en la que pueda preguntarle. 


El mercado relevante va a ser el reglamentado, de acuerdo con lo que dice aquí; pero si la reglamentación no 
es suficientemente clara, también quisiéramos saber si afecta a un mercado relevante o no. Son definiciones 
que deben ser muy precisas y el Tribunal tendría que evacuar consultas vinculantes o no a cualquier agente 
económico que se las pida. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Antes que nada, quiero agradecer la presencia de la delegación de la 
Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay. 


Quiero señalar que la impresión que recojo de la exposición que han realizado -si bien quedaremos a la 
espera de recibir el documento que ustedes nos han prometido- es que no se están cuestionando disposiciones 
aisladas del proyecto de ley, sino que en realidad se cuestiona la necesidad de que exista dicha iniciativa. 
Quisiera saber si ustedes creen que hoy una legislación en este sentido es innecesaria o si no existen 
actualmente distorsiones en el mercado -hablo de distorsiones en el mercado para emplear la terminología 
que ustedes utilizaron- que no es posible atender con la legislación actual. Estoy pensando en abuso de 
posición dominante; estoy pensando en determinadas entidades comerciales que imponen condiciones a los 
proveedores y que son tan determinantes que pueden generar la insubsistencia o no de esos proveedores hacia 
el futuro; estoy pensando en casos de reparto de mercado entre dos empresas que conforman un oligopolio; 
estoy pensando en la concertación de precios que distorsionan la transparencia de las licitaciones que realiza 
el Estado. Cuando hay pocos proveedores, se concertan los precios y, en definitiva, el Estado se ve obligado 
muchas veces a pagar precios muy superiores a los que el propio mercado indica. ¿Ustedes creen que este 
tipo de distorsiones no existe? ¿O que si existen puede ser solucionadas con la legislación actual? ¿O que sí 
existen y podrían ser merecedoras de otro tipo de legislación, distinta al proyecto de ley que tenemos a 
consideración? 


SEÑOR SOTO.- No tengo dudas de que sí existen todas las distorsiones a las que aludió el señor 
Diputado, que a veces se agravan más todavía a medida que la economía se empieza a cerrar y, 
entonces, es imposible acceder a proveedores del exterior, que hagan que el que tiene una posición 
dominante en el mercado tenga que enfrentarse con una competencia mucho más amplia; si 
empezamos a tomar medidas -como se está haciendo- del tipo de sustitución de importaciones, de 
aranceles más caros, adelanto de IVA a importaciones -que son las que en muchas ocasiones impiden 
ese tipo de monopolio ejercido en forma abusiva del mercado en el momento-, creo que sí. A pesar de 
eso, hay casos, como dice el señor Diputado, en los que hay repartos de mercados, por ejemplo, ANCEL 
y MOVICOM. El abrió las telefonías de larga distancia para determinadas empresas, pero hay que 
llamar a un 0805. ¿Qué hizo ANTEL? Se quedó con el interior, porque subió el precio del 0805. 
Entonces, la gente que vive en el interior, que por desgracia es castigada y vapuleada constantemente 
en este sentido, tiene que viajar a Montevideo y todo le cuesta más caro. Pero lo que se ahorra al llamar 
al 0805 y no a larga distancia internacional, lo está perdiendo porque ANTEL subió el precio de ese 
número, entonces, no puede acceder a eso; son ciudadanos de segunda. 


Creo que sí, que se dan las circunstancias que mencionaba el señor Diputado, sobre todo en entes públicos, 
pero también en entes y agentes económicos privados. Un caso muy conocido fue el de algunas cadenas de 
supermercados, que obligaban a los proveedores a determinadas formas de cobrar o entregar mercaderías. La 
Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay tuvo bastantes problemas que resolver en ese sentido, 
y se trató de hacer un arbitraje entre los proveedores de las cadenas de supermercados para que no los 
obligaran a hacer este tipo de cosas. 


Con respecto a si la ley que existe alcanza o no, el doctor Mailhos hizo algunas apreciaciones y las vamos a 
hacer extensivas en la nota que enviaremos. Creo que todo es perfectible y es posible que no alcance. La 


cuestión es si necesitamos todo esto o alcanza con modificar algo de lo ya existente. Con relación a esto, voy 
a contar una anécdota. Recientemente, un cliente del exterior, me preguntó si le convenía instalarse en zona 
franca o en territorio no franco dentro de Uruguay para exportar a Argentina. Le dije todos los pro y los 
contra en zona franca; si exportaba a Argentina tenía que pagar los aranceles en Argentina, fuera de zona no 
franca no tenía que pagar los aranceles. Le dije todas las ventajas de la zona franca, que no pagaba impuestos. 
El lo estudió y me dijo: "No; prefiero zona franca". Le pregunté por qué y me dijo que lo otro no porque 
están cambiando las leyes constantemente y no le daba seguridad ninguna. El me dijo: "Ahora, vos me decís 
que esto es así, que pagan esto, pero hasta hace un año pagaban 30% de Impuesto a la Renta y de golpe 
pagaron 35%, y mañana no sé si no será 45%; en cambio, en el otro tengo certeza de algo". En cuanto al 
arancel de importación en Argentina no va a tener mucha certeza, porque los argentinos son iguales que 
nosotros: cambian mucho. De todas maneras, va a tener mayor certeza que con nuestras normas internas. Se 
buscan certezas. Nosotros constantemente estamos sacando leyes nuevas, que en algunos casos pueden ser 
difíciles de interpretar, a pesar de lo que dijo el señor Presidente de la Comisión en cuanto a que hay 
abundante bibliografía al respecto. No es lo mismo comparar a España cuando hace un juicio a una aerolínea 
extranjera que al Uruguay. Estamos deseando que vengan; no hay quien baja a nuestro aeropuerto, no solo 
por lo caro, sino porque no hay quien suba. Queremos que vengan, si vienen diez, que vengan diez. Vamos a 
decirle: "Usted bajó el precio a US$ 200 en los Estados Unidos, cuando los demás cobran US$ 400". No, no 
se lo vamos a decir. Es como digo, ¿vamos a ir a pelear a la OPEP? No, no vamos a hacerlo. La OPEP está 
acá adentro. 


Vivimos haciendo discriminación de precios. A uno le venden a tal precio y a otro a uno diferente. Por 
ejemplo ¿qué pasa con el IVA en el gasoil? Por ejemplo, si tengo una barraca de construcción y con mis 
camiones, reparto pórtland, pero se lo tengo que cobrar más caro a mis clientes porque no puedo deducir el 
IVA por no ser empresa de transporte. En cambio, al de al lado, como es empresa de transporte se le vende 
más barato porque deduce IVA. Es una discriminación. ¿Los comercios y servicios pagan aportes? Sí, pagan 
aportes patronales. Las industrias no, el agro tampoco. Hay discriminaciones de todo tipo, que hace que de 
golpe tenga que tener precios distintos y que agentes en el mercado puedan operar con precios distintos. 


En el decreto que se elaboró para los importadores de calzados, estos tienen que hacer de agentes de 
percepción y si no lo hacen, la multa es 100% y no han cobrado nada; no tienen derecho a decir nada. El 
importador le vendió los zapatos al comerciante y tiene que pagar una retribución por lo que el comerciante 
pueda defraudar. El industrial, en cambio, si le vende al mismo comerciante, no tiene que retornarle nada. ¿Es 
o no es una discriminación? Es una enorme discriminación y además es absurda. Es una venta al mismo 
comerciante y si se lo vende a un importador se supone que ese comerciante va a evadir los impuestos. En 
cambio, si el zapato se lo vende a un fabricante nacional, se supone que ese mismo comerciante no va a 
evadir los impuestos. Es ridículo, y así vamos, a golpe de tarro; sacando una cosa nueva para cada cosa. 


Creo que esto lo que tiene de bueno es que es bastante abarcativo; vamos a dar una opinión más fundada en 
el escrito que vamos a proporcionar. 


SEÑOR MAILHOS.- Es innegable que existen prácticas que son distorsivas, pero en este momento se 
están procesando denuncias al respecto y se están resolviendo con eficacia, con cese de ellas. Nosotros 
consideramos que abría que dar una oportunidad a la normativa vigente; habría que dar una 
oportunidad al órgano de aplicación que existe, que nos consta ha hecho denodados esfuerzos por 
cumplir con sus cometidos de la mejor manera y creemos que puede hacerlo. 


Entonces, aquí tenemos el riesgo de la cuestión del péndulo, de ir de un lado hacia otro, a tener la panacea 
legislativa, que después nos genera la dificultad imponente como Estado, como burocracia para poder llevar 
adelante la propia norma. Hoy existen normas de carácter legislativo, que son perfectamente hábiles para 
regular las situaciones que se están generando en el país. 


Además, quiero hacer una reflexión sobre un tema que no mencioné pero que me preocupa muchísimo, me 
refiero a la confidencialidad de datos establecida en este proceso administrativo, que tiene base legal, que 
rompe con la tradición que tenemos en el país. El artículo 15 prescribe: ("Carácter público de las actuaciones 
y confidencialidad de la prueba"). Aquí las facultades que se le está dando al Tribunal son totales: libros, 
facturaciones, etcétera; todo lo que se le ocurra para las más amplias potestades. Entonces, el expediente 
público, la prueba confidencial. Confidencial, sí y solo sí yo demuestro que es un secreto comercial y me lo 
acepta el Tribunal; o sea que en caso de que yo no lo acredite fehacientemente -a juicio de ese Tribunal, que 


la mayoría de las veces no va a saber de lo que le estoy hablando, porque ¿cómo discriminamos un secreto 
comercial, un secreto industrial?-, será el Tribunal el que resuelva. Sin embargo, tratándose de secreto 
bancario, tributario, profesional, la confidencialidad es preceptiva. Y no es que estemos de acuerdo "in 
totum” con todos estos secretos. Con posterioridad, los señores Legisladores van a tener el honor de recibir a 
la Liga de Defensa Comercial que tiene una tesis bien fundada acerca del secreto bancario, que nosotros en 
principio compartimos. En dicha tesis el secreto bancario referirá a los depósitos y no a la parte de 
empréstitos, porque eso hace a la transparencia comercial, a la posibilidad de que se tengan los elementos 
para otorgar créditos. Esto nos preocupa porque la solución legislativa tiene rango de ley para un tema que 
puede llegar a ser complicado. Es decir, la confidencialidad de datos, la confidencialidad de pruebas, como 
pueden ser los libros de contabilidad, que en la medida en que se integren al expediente y que el Tribunal me 
diga que no son secretos comerciales, van a ser públicos 


No sé si esa es una solución querida. Nosotros, en principio, hacemos referencia a la solución consagrada 
aquí, con todo este mecanismo detestado que está establecido; es decir, si demuestro que es confidencial, 
entonces me tachan lo que es confidencial. Me parece que no es apropiado a las tradiciones del Uruguay; lo 
que no quiere decir que estemos de acuerdo o no. En cuanto al secreto bancario, les adelanto un matiz, que 
seguramente va ser desarrollado luego por la Liga de Defensa Comercial. 


SEÑORA BENAVENTE.- Mencioné que el FOMIL ha aprobado una cooperación con la Dirección 
General de Comercio. Aquí se incluye un componente de fortalecimiento institucional, pero además la 
cooperación es específica para el tema de defensa de la competencia. Consultamos al BID en cuanto a 
si ese organismo consideraba -dada su experiencia por enviar técnicos de varias partes del mundo- que 
había que cambiar la normativa o lo que venía a hacer era reforzar la aplicación de la normativa 
vigente, y nos respondieron que venían a reforzar la aplicación de la normativa vigente, dotando a la 
Dirección General de Comercio de más técnicos, jurisprudencia de otros países, etcétera. Para cada 
nueva iniciativa tiene que haber una aprobación del Gobierno. FOMIL está apoyando esto y también 
está apoyando este nuevo Tribunal; o sea, que es contradictorio 


SEÑOR ROSSI.- Siempre es útil recibir valoraciones de quienes entienden en los temas que tenemos a 
consideración en el Parlamento y, sobre todo, en este caso la Cámara Nacional de Comercio y Servicios 
del Uruguay, sobre una inquietud que está planteada en este ámbito, que no es nueva. Luego de la 
consideración en el año 2001 y en el año 2002 de las leyes que avanzan en la reglamentación -inclusive, 
en el último caso se incorporan sanciones a algunos de los aspectos que tienen que ver con la 
competencia- creo que todos a nivel de Parlamento estábamos convencidos de que si bien estos 
proyectos significaban avances, en algún caso eran más que nada una definición programática de 
objetivos. Por eso posteriormente debió complementarse con la incorporación de algunas sanciones 
que permitieran de alguna manera actuar sobre fenómenos que estaban presentes en la actividad 
comercial del país y que presionaban fuertemente en este Parlamento. Eso fue lo que llevó en su 
momento a que algunos Diputados presentáramos un proyecto de ley y que la Cámara de Diputados 
aprobara la formación de una Comisión especial que es esta y lo hiciera con el apoyo de todos los 
sectores políticos. La verdad es que en el camino de análisis de información y de construcción de las 
alternativas hemos venido recibiendo muchísimas opiniones importantes -como los comentarios que 
hoy nos hacen- que han influido en la posición que los legisladores que integramos la Comisión 
tenemos al respecto. No es la primera vez que tenemos la oportunidad de contar con la opinión de la 
Cámara de Comercio; ya la tuvimos en una ocasión anterior cuando el proyecto que servía de base de 
referencia del trabajo de la Comisión era otro -bastante distinto al que hoy está en consideración-, y 
también en aquel caso recuerdo claramente la posición de la Cámara de Comercio que por un lado 
también en aquel entonces -y debo reconocerle coherencia- consideraba que no era necesario un 
proyecto porque por las normas existentes podíamos funcionar y había que dar tiempo a esas normas. 
Pero recibimos también un abanico muy importante de delegaciones de distinto tipo, de diferente 
significación económica, con distintos roles en la sociedad uruguaya y en la actividad comercial del 
país. Y la posición que nos comunicó la Cámara de Comercio, siendo muy importante, no fue la 
mayoritaria; más bien fueron abundantes e inclusive me hubiera gustado contar con alguna versión 
taquigráfica anterior que no tuve la previsión de traer para compartir con ustedes algunas 
valoraciones y algunos ejemplos que en lo personal -y creo que ese fue un poco el tono general de la 
Comisión- nos convencieron de dar un marco jurídico que diera coherencia a una necesidad que no va 
a ser, según estoy convencido, un obstáculo para el desarrollo de la actividad del comercio y las 


inversiones, sino una garantía; hemos aprendido que si bien siempre las normas pueden significar una 
cierta molestia porque generan obligaciones, cuando esas normas garantizan reglas de juego claras el 
inversor, el comerciante no tiene dificultades de someterse a ellas y contribuir con la cuota parte que le 
corresponde. Lo difícil es cuando no existen esas garantías. Yo comparto la preocupación de que estas 
cosas no cambian todos los días y, por cierto, en este trabajo nosotros ya llevamos más de un año y la 
voluntad no es cambiar todos los días, pero el propio hecho de que esta Comisión esté trabajando desde 
ese tiempo ha logrado determinados avances. 


En más de una oportunidad, en el transcurso de esta tarde, ustedes han mencionado el papel de la Dirección 
General de Comercio. Este argumento -que ahora pueden manejar porque ha habido una jerarquización de la 
Dirección General de Comercio en su integración, en los equipos de asesoramiento e, inclusive, según nos 
informamos hoy, en la posibilidad de contar con esa cooperación que seguramente será importante- no lo 
podían haber sostenido en la oportunidad anterior, cuando nos visitaron hace aproximadamente un año y 
medio, porque la propia Dirección General de Comercio reconocía en el trabajo junto a la Comisión la 
debilidad de su estructura de funcionamiento y cómo estaban dando los primeros pasos para procurar cumplir 
con la tarea que la ley le asignaba y que ellos mismos reconocían que estaban incapacitados para aplicar de 
oficio como las propias normas le inhabilitaban. Por lo tanto, creo que este es un trabajo que no se está 
haciendo con el afán de perjudicar a nadie ni de crear más obstáculos a los problemas que ya tiene 
suficientemente planteados el país sino, por el contrario, para establecer un marco jurídico que a nosotros no 
nos asusta que en algunos aspectos innove, que cree nuevas referencias y que incorpore la experiencia 
internacional, pero que sí debe generar las reglas de juego claras que son la mejor garantía para el desarrollo 
de una actividad comercial que el país necesita, por cierto, y que nosotros no tenemos el afán de perjudicar. 
El hecho de que de aquel proyecto original propuesto por algunos legisladores y que coincidió con la 
formación de la Comisión especial que creo que fue unánime o casi unánimemente decidida por el 
Parlamento hayamos pasado a este otro proyecto es porque en este camino -que de alguna manera estoy 
recordando- la participación de un especialista en el tema, como el doctor Rippe, que nos convenció 
precisamente de dar garantía a los aspectos que nos habían observado que podía ser necesario enfocar con un 
punto de vista especializado. Y uno de los temas que particularmente estuvo incorporado y modificado fue el 
tema del tribunal, que no estaba así concebido en el proyecto original. En el proyecto original estaba la 
conformación de una Comisión o de un tribunal pero con otra integración, inclusive con la participación no 
de técnicos, sino de referentes de los sectores que podían estar involucrados. Y la Cámara de Comercio 
tampoco estaba de acuerdo con esa integración. Recuerdo perfectamente que tampoco estaba de acuerdo, por 
lo que buscamos otra formulación sugerida por un especialista que merece una consideración bastante 
extendida en el país. 


Nosotros con mucha atención hemos escuchado las observaciones y por cierto las vamos a leer y vamos a 
procurar atenderlas, pero también les quiero decir que también había algunas observaciones de bastante peso 
a la utilización de otros caminos jurisdiccionales en cuanto a los resultados, tiempos, perjuicios y generación 
de situaciones que después son muy difíciles de reparar porque cuando un mercado se pierde o un empresario 
se funde después no lo resucitamos por más que luego salga la sentencia diciendo que tenía razón. Entonces, 
hemos escuchado con mucha atención, nos damos cuenta de las lucecitas de alarma que nos prenden y 
repasaremos el tema para evaluarlo. A mí me interesaba repasar un poco este proceso y reafirmar la voluntad 
con que creo que en forma extendida estamos trabajando, porque más allá de que acá hay integrantes de 
todos los sectores políticos, en realidad hemos ido recorriendo un camino tratando de entendernos y creo que 
de esa manera vamos a salir adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de los señores representantes de la 
Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay. 


(Se retiran de Sala representantes de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay) 


(Ingresan a Sala representantes de la Liga de Defensa Comercial) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a la Liga de Defensa Comercial, representada por el Director 
General, doctor Camilo Martínez, por el Asesor del Consejo Directivo, doctor José Pedro Ponce de León, por 
el Vicepresidente, contador Ernesto Carrau y por el Tesorero, contador José Stábile. 


Como es de vuestro conocimiento, estamos considerando un proyecto de ley de Defensa de la Competencia. 
Tenemos entendido que ustedes tienen algunos comentarios para hacer al respecto, para lo cual les damos la 
palabra. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Queremos agradecer a esta Comisión que ha trabajado tanto. Estuvimos en el 
arranque y a veces es bueno ver después las obras, al cabo de un tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Algo progresamos. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- No solo progresamos; polemizamos, nos tecnificamos todos y aprendimos 
bastante durante todo este período nosotros y, por lo visto también los señores miembros de la 
Comisión, porque tenemos que decir que el trabajo es muy bueno. A nivel de la Liga de Defensa 
Comercial este es uno de los temas que queríamos dejar sentado: el trabajo de la Comisión es muy 
bueno, acorde con el nivel de la legislación comparada. Desde el punto de vista de que uno que ha 
tenido que estudiar todos estos temas en la legislación comparada, esta es una muy buena ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dejar constancia de que contamos con la colaboración invalorable del 
doctor Rippe que nos dio una mano formidable para hacer este proyecto técnicamente bueno. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Pero a veces los apoyos técnicos no son suficientes; entonces, se podían haber 
dejado de lado, sobre todo cuando existen dudas o interpretaciones que a veces hasta hacen cuestionar 
las cosas que están ahí. 


La Liga de Defensa Comercial tuvo la oportunidad de concurrir a la primera o segunda reunión de esta 
Comisión, con el señor César Rodríguez García, que en aquel momento era su Presidente. Nosotros 
estábamos preocupados por un tema puntual que era el de las relaciones proveedores-supermercados. Pero 
luego se fueron agregando otros temas y la riqueza de las relaciones económicas diarias nos da que existe 
otra serie de puntos que de alguna forma la Comisión ha intentado plasmar dentro de la ley. Entonces, desde 
ese punto de vista los felicitamos porque nuestra institución está completamente satisfecha. Sin embargo, 
existen algunos temas puntuales que no queríamos dejar de lado. 


En el capítulo de las Concentraciones -que es bastante cuestionado y por lo que vi la propia Directora 
General de Comercio ha cuestionado hasta la procedencia de algunas de las fusiones- falta ver la ley tipo de 
la defensa de la competencia a nivel de las Naciones Unidas, en la cual todo este tema está reflejado, por lo 
que no se están inventando cosas o extrapolando situaciones que no corresponden al sistema en el cual 
estamos viviendo. Pero sí falta ver un tema que me llama la atención y que queríamos dejar planteado: el 
nivel de facturación anual que se exige que es demasiado alto para las fusiones que se tienen que aprobar por 
parte del tribunal de la competencia. Si mal no recuerdo, esos dos mil millones de Unidades Indexadas 
corresponden a unos US$ 85:000.000 de facturación anual. Y esa cifra de US$ 85:000.000 de facturación 
anual de todas las empresas que pueden estar dentro del conglomerado para nuestra plaza es demasiado alta. 
Digo esto porque tengo en mi poder el "ranking" de las trescientas cincuenta empresas por facturación del 
año 2001 y solamente dieciséis empresas, entre ellas, ocho estatales, estarían dentro de esa situación. Se 
debería tener en cuenta ese tema porque tampoco puede ser demasiado bajo, porque implicaría la necesidad 
de que ese tribunal se expidiera en todos los casos. Pero hay que tener en cuenta que ese nivel de facturación 
es, en cierta medida, un dato más objetivo que lo que pueda hacer el 30% del mercado relevante, que va a 
requerir un estudio y una definición para ver hasta dónde abarca ese mercado, etcétera. En cambio, el nivel 
de facturación es un elemento mucho más objetivo, en el cual "prima facie" las dos empresas que se están 
coalidando de alguna forma ya saben si van a estar dentro de un elemento objetivo o no. Y tengan presente 
que si Acodike, GASEBA y Riogas se concentran en una sola empresa no llegan a ese nivel de facturación. 
Estoy hablando de otro tipo de empresas y si UCM y el SEMM deciden la concentración por la facturación 
tampoco llegan a eso. Quiere decir que este es un tema a tener presente porque como son números -de alguna 
forma el concepto ya está puesto- hay que darles determinada relevancia. Pero entiendan que este es, "prima 
facie" el elemento más cercano para que dos empresarios sepan si esa fusión que están armando o intentando 
armar va a entrar o no. 


Por otra parte, el mercado relevante requiere su estudio, su elaboración e, inclusive, su contraposición de 
conceptos, es decir, analizar cuál es el mercado relevante, el área geográfica y todas las definiciones que 


hacen que eso se pueda demorar; "prima facie", esto no lo puedo encontrar. Este es un tema puntual y 
anecdótico. 


También nos preocupa -la institución ya ha hecho algunos comentarios a este respecto- que dentro de la labor 
del Tribunal de Defensa de la Competencia esté toda la problemática respecto de la reserva, los secretos, 
etcétera. En este sentido, la institución quiere dejar en claro algunos aspectos. Últimamente, hemos 
manifestado en forma pública que es necesario reglamentar algunos secretos, inclusive, los referidos en esta 
ley; uno de ellos es el secreto bancario. Lo estamos diciendo claramente; si bien estamos en una Comisión 
Especial analizando un proyecto de ley de 35 artículos, entendemos que este tema de la reglamentación del 
secreto bancario tangencialmente está relacionado con las atribuciones del Tribunal. El día de mañana, este 
Tribunal va a pedir una información al sistema financiero y se le va a contestar igual que al Senado ante su 
requerimiento al Banco República de la nómina de los deudores agropecuarios 


Creemos que tanto en la Cámara como en esta Comisión Especial que trata la libertad de comercio los 
elementos de transparencia tienen que estar arriba de la mesa. Este es el momento de acotar el alcance del 
secreto bancario. Desde ese punto de vista, nuestra propuesta es considerar al secreto bancario tal como fue 
establecido en las lejanas épocas del Consejo de Estado: había un artículo 25 que refería al secreto bancario 
de las posiciones pasivas de las Bancos y no de las activas. 


SEÑOR POSADA.- En realidad, eso es lo que dice. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Efectivamente, eso es lo que dice y el señor Diputado Posada lo reafirmó en una 
de las sesiones de la Comisión. 


En realidad, eso es lo que dice, pero si cruzamos enfrente, nos vamos a encontrar con que la respuesta que 
dieron al Senado no fue exactamente... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que sucede es que se ha dado una interpretación extensiva del secreto 
bancario, abarcando aspectos que la ley no establece. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Por supuesto. 
SEÑOR POSADA.- Los activos bancarios no están involucrados. 
SEÑOR MARTÍNEZ.- El doctor Ponce de León es quien ha estudiado un poco más este asunto. 


Quiero decir que hay una oportunidad para cada cosa. Hablar del secreto bancario en momentos de inquietud 
es, de alguna forma, poner una interrogante sobre la debida tranquilidad del sistema. Sin embargo, en este 
momento se puede hablar de este tema porque los depósitos de no residentes ya se han ido del país. Esa es 
una de las realidades. Quizá hablar de este tema un año atrás era poco menos que dinamitar la necesaria 
estabilidad del sistema financiero, porque este asunto iba a salir en los titulares de algunas de las plazas 
comerciales que nos abastecen del insumo financiero. 


Lo estamos mirando como actores empresariales y comerciales que necesitamos acceder a cierta información 
esencial para el manejo de los riesgos crediticios. Hace tiempo que existe una carencia muy grande en 
materia de transparencia de información. Inclusive, dentro del sistema financiero hay retaceo de información, 
porque ni siquiera entre sus propios actores hay fluidez en el manejo de este tipo de datos. Entendemos que 
esto sí tiene que ver con la libertad de comercio. 


Pensamos que hay que reafirmar los conceptos de la protección del derecho a la intimidad de los pasivos 
bancarios, de los depósitos y efectos que las personas o empresas tienen en el sistema financiero. Sin 
embargo, pensamos que esto no debe ser así cuando estamos hablando de lo que se debe al sistema 
financiero, porque todos dependemos de ese tipo de información: no solo el Senado, para tomar decisiones 
sobre el endeudamiento, y el Tribunal de Defensa de la Competencia, a los efectos de acceder a información 
para saber -cuando estamos hablando de ventas a bajo costo, etcétera- si algunos de los actores deben al 
sistema mucho más de lo que corresponde y, de alguna manera, están distorsionando la debida competencia, 


sino también instituciones como la nuestra que manejan información empresarial y tienen que ver con el día a 
día de los riesgos empresariales. 


Ese es el concepto que quería manifestar. 


SEÑOR CARRAU.- Soy Vicepresidente de la Liga de Defensa Comercial pero, antes que nada, soy 
comerciante e industrial. 


Me gustaría comentarles por qué para nosotros es tan importante que se pueda liberar la parte activa del 
secreto bancario. Todos sabemos lo que Uruguay vivió con el feriado bancario, con la devaluación y con toda 
la situación posterior. También conocemos la tremenda retracción del crédito que se ha generado, empezando 
por el sistema bancario que, en algún caso no quiere correr riesgos y, en otros, no tiene fondos. 


La realidad es que hoy las empresas estamos adaptándonos a vivir con capital propio, de acuerdo a nuestras 
posibilidades y con mucho menos endeudamiento, lo cual es bueno. Quien ha podido pasar este examen, 
piensa que ahora las cosas son más prolijas y se puede trabajar un poco mejor. Lo que sucede es que al haber 
poco crédito bancario, el crédito que otorgamos las empresas o que las empresas nos conceden,, pasa a ser 
cada vez más importante. Esto tiene un gran beneficio para el mercado, que es más sano en el sentido de que 
se está vendiendo con plazos menores, con más corrección y los clientes -o nosotros como compradores- 
cuidan el crédito que dan las empresas comerciales. 


El problema que es que muchas veces no tenemos información suficiente para otorgar crédito. Aquí nos 
encontramos con que hay una gran disparidad entre el acceso que tienen los bancos a la información y el que 
tenemos nosotros. Por ejemplo, los Bancos acceden a la Central de Riesgo del Banco Central, donde pueden 
conocer el endeudamiento de empresas o de grupos empresarios. 


Tal vez, si hubiera transparencia en el mercado, sería mucho más fácil dar crédito. Para llevar este 
razonamiento a un plano real voy a poner un ejemplo. Manzanares, un cliente importante de la mayoría de las 
empresas comerciales e industriales del Uruguay, se presentó a concordato y generó una situación de fuerte 
incertidumbre en la plaza; precisamente, en la Liga estamos trabajando en este asunto. Debido a esto, otros 
clientes están pasando muy mal, ya que las empresas no nos animamos a darles crédito porque está el 
comentario en la plaza de que están por caer. Si las empresas que proveemos a esas firmas tuviéramos 
suficiente información, tal vez les daríamos crédito, estarían trabajando con mucho más posibilidades y, 
dentro de seis meses, no nos encontraríamos con otro problema como el de Manzanares. 


Entonces, desde el punto de vista comercial, es muy importante acceder a estos datos -en este sentido, el 
doctor Ponce de León puede manejar muy buenos conceptos y me gustaría que lo hiciera-, no por el simple 
hecho de conocerlos, sino para usarlos para trabajar y otorgar créditos serios, que no pongan en riesgo a 
ninguna empresa y que apoyen a quien después vende al consumo. Por eso vemos que es trascendente lo 
relativo al secreto bancario en la parte activa de los bancos. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- En cuanto al proyecto a consideración de la Comisión, quiero hacer una 
referencia vinculada al tema de los secretos y dice relación con el artículo 14. En ese artículo se impone 
-por decirlo así- el deber de colaboración a cualquier persona. Por lo tanto, le impone, por supuesto, 
levantar el secreto de su propia intimidad; estamos hablando de personas físicas y jurídicas; aquí 
entran en juego todos los secretos que existen. Es decir que deberían levantarse todos los secretos y en 
el sector comercial son muy importantes los secretos comerciales, porque el conocimiento de esos 
secretos pueden traer perjuicios a las empresas. A nadie le gusta dar sus relaciones de carácter 
contractual, pero seguramente a la contraparte tampoco le guste que se conozca esa intimidad. En 
general, en los contratos comerciales -por ser abogados comercialistas, tenemos esa práctica- se 
estipulan cláusulas de confidencialidad específicas, que regulan la suerte de esos contratos. 


Por lo tanto, nuestra institución no está en contra de los secretos, pero quiere que tengan sus justos límites. 
No hay ninguna duda de que una persona implicada en un problema de competencia tiene el deber de 
colaborar; es así que tendrá que abrir todos sus secretos en ese aspecto, pero no quienes son terceros. 
Creemos que los terceros podrían colaborar espontáneamente, pero no puede obligárseles a que presenten 
toda su documentación y sus libros para resolver un problema de competencia muy importante, pero que 
puede atacar la intimidad de las empresas. 


Vinculado con eso hay otros secretos a los que nosotros estamos buscando que efectivamente se les pongan 
en sus justos términos; como dijo el doctor Martínez, creemos que es el momento oportuno para hacerlo con 
el secreto bancario. 


El secreto bancario es tan viejo como el mundo bancario; es decir que siempre existió el secreto. Es la reserva 
de la profesionalidad; por algo se habla del "secreto profesional bancario". Nace en la Edad Media cuando 
surgen las primeras operaciones de carácter bancario y suponía la confianza que el cliente tenía en su banco - 
digámosles así aunque no se les llamase bancos-, a efectos de que no se violase esa intimidad de lo que el 
cliente hacía con el banquero. 


La doctrina universal entiende que hay dos bienes jurídicamente protegidos y por eso consagra el secreto 
bancario. Uno de ellos es el mercado de capitales; no hay mercado de capitales sin secreto bancario; es la 
captación por excelencia. Inclusive, países que actúan fuera del área capitalista, como Cuba, han consagrado 
el secreto bancario. ¿Por qué? Porque sin secreto bancario no vienen los capitales y si no hay capitales, no 
hay crédito y sin él, no hay posibilidad de fomentar la producción. Ese es un elemento esencial. 


El otro bien es la intimidad, pero entendámoslo bien: la intimidad, el bien protegido del mercado del capital 
trae la intimidad con respecto a quienes depositan sus dineros, tienen confianza con el banco y hacen 
negocios con él. Pero la otra parte de la intimidad, es decir, las obligaciones que asumen las personas con los 
bancos se rige por otro aspecto. Hay que hablar de la intimidad de las personas físicas y jurídicas, pero la 
intimidad está vinculada con lo que se llaman "datos personales". A veces confundimos las cosas; entre los 
datos personales están aquellos que son sensibles y aquellos que no lo son. Datos sensibles son aquellos que 
afectan la intimidad y el conocimiento de terceros solamente se da con un sentido morboso. Es así que no 
tiene ningún sentido que conozcan mi sexualidad, si soy hincha de Nacional o de Peñarol o si soy blanco, 
colorado o frentista; no trasciende más allá de la persona íntima. Lo mismo sucede con el hecho de si soy o 
no homosexual, si estoy o no enfermo o si tengo ciertas tendencias o criterios propios. 


Sin embargo, hay otros datos que son personales, pero no son sensibles y su conocimiento no está reservado a 
mi esfera íntima, sino que está relacionado con el entorno en el que uno vive. Esos datos, también personales 
son, por ejemplo, mi situación de carácter patrimonial o el respaldo de mi negocio. Evidentemente, si una 
persona actúa en el ámbito del comercio, no lo hace aislado sino que entra en una relación de carácter global 
y comercial. Entonces, es necesaria la ubicación de esa persona. Esos son datos de carácter personal que 
pueden ser reservados, pero no secretos. Digo "reservados" en el sentido de que no tengo que publicitarlos o 
salir en cinco columnas de los diarios para aclarar si soy o no deudor, pero no son secretos. Ese es el error en 
el que se incurre en relación al secreto bancario. ¿Por qué? Hace tres o cuatro años teníamos como Presidente 
a un viejo banquero, el contador Boris Martínez a quien siempre le planteábamos el problema y nos decía: 
"Tocar el secreto bancario es ahuyentar los capitales". Tenía toda la razón del mundo porque con 
simplemente decir que el secreto bancario no abarca los activos bancarios, la gente se asusta, porque se 
interpreta mal, etcétera. 


Como se dijo, los capitales se fueron; es el momento oportuno, pues no hay capitales en el Uruguay. Por 
supuesto, que no se va a ahuyentar a nadie, porque nadie importa deudas; lo que se importa son capitales, los 
que vienen acá, los "golondrina" -o como quieran llamarles-, con todo el elemento de carácter efectivo que 
tienen, son capitales y son los que se van. En este momento nadie se va a perjudicar -salvo los implicados- 
porque se conozca su posición negativa frente al sistema financiero, sin perjuicio de la ilógica situación -a la 
que se refería el señor Carrau- del sector comercial que actualmente tiene la responsabilidad del crédito, que 
no accede a conocer las situaciones de peligro en las que ingresa. Tan es así que vamos a repetir hasta el 
cansancio lo siguiente. El Premio Nobel de Economía, el famoso Stiglitz -quien tanto critica al Fondo 
Monetario Internacional y ha dicho tantas cosas respecto de la economía mundial- ha hecho su tesis que, 
justamente, es la de la simetría de la información. Allí establece que en las relaciones de carácter comercial es 
necesario conocerse. Si no nos conocemos en estos momentos, evidentemente, el mercado perderá 
dinamismo y se encarecerá por la teoría del riesgo; si no conozco a una persona, encarezco el producto; es 
elemental. Entonces, el mercado pierde fluidez, celeridad y todo ese tipo de elementos porque no hay 
transparencia. Y lo que busca nuestra institución es la transparencia. 


Hicimos esta acotación como un aspecto colateral sobre esta disposición que estamos tratando acá. 


Queremos dejar en claro que entendemos que los secretos deben existir y no es posible que se levanten, sobre 
todo, cuando la persona no está implicada directamente en el problema que se imputa como, por ejemplo, un 


ataque a la competencia; si la persona quiere colaborar, está bien. Pero hay secretos que no podemos 
determinar que existen, cuando no es así. 


Hay un trabajo de fines de los años 70, hecho por un ex integrante de este Cuerpo, lamentablemente 
fallecido, el doctor Sturla, cuando era abogado del Banco Pan de Azúcar. Allí él analizaba el secreto bancario 
y decía que no abarca a los activos bancarios; solo a los pasivos. Sin embargo, nosotros, como abogados de 
banco no tenemos más remedio que decir que abarca todo, porque no está relativamente aclarado, por más 
que existan antecedentes. Los antecedentes del Consejo de Estado son clarísimos en el sentido de que hay un 
alcance limitado del secreto bancario; se dice en forma expresa cuando se sancionó el proyecto de ley 
respectivo. 


En cuanto a la legislación comparada, hay muchos países en los que en forma expresa se determinó que el 
secreto abarca solamente a los pasivos bancarios y no a los activos bancarios. 


Las interpretaciones que se hacen en la Argentina, por ejemplo, son claras en el sentido de que efectivamente 
no puede abarcar este aspecto. Por supuesto que en ese país se extralimitan y ponen todo el endeudamiento 
bancario en Internet, aunque ahora no ponen los montos porque tienen problemas con la pesificación. 


Estas son, en términos generales, las pequeñas observaciones con respecto a este artículo 14, que entendemos 
es demasiado imperativo y va mucho más lejos de los que a nuestro entender tiene que ir, porque levanta 
todos los secretos, inclusive los bancarios y también los comerciales, que tampoco se pueden atacar. 


Quiero aclarar que es un adelanto estupendo, sobre todo porque clarifica ciertos problemas como los 
mercados relevantes y las autorizaciones previas. Con respecto a estas últimas conversamos con el doctor 
Martínez de que existe una obligatoriedad de solicitarla. ¿Qué pasa si no se solicita? Fuera de que ataque la 
competencia, las normas jurídicas determinan que lo hecho contra las leyes prohibitivas es nulo. ¿Qué pasa, 
por ejemplo, si no pido autorización en la compra de acciones? ¿Es nula esa compra? Esto tiene efectos 
bastante importantes, y creo que merece ser aclarado, porque lo estamos enfocando en las grandes fusiones 
que ataquen la competencia, pero puede haber pequeñas relaciones -inclusive hasta las hereditarias- que 
traigan un problema de concentración. Eso no está aclarado en el proyecto. Posiblemente la reglamentación 
pueda hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero adelantar que el tema del secreto bancario no sería estrictamente 
competencia de esta Comisión. Al mismo tiempo, llevamos un lapso prolongado trabajando, e ingresar 
en esta temática llevaría varios meses. No podemos tocar el tema sin recibir al Banco Central y al 
Ministerio de Economía y Finanzas. Seguramente la Comisión de Hacienda también querría tener 
participación. Reitero que para nosotros sería sumamente difícil incursionar en el tema, sin perjuicio 
de que tal vez estos momentos históricos serían la oportunidad, pero no lo siento como cometido de esta 
Comisión Especial. 


La Comisión Especial agradece la presencia de nuestros invitados. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


